
 

El  Parlamento Europeo debe cumplir con su promesa de ‘utilizar’ el 

TLC para exigir mejoras en DDHH a Colombia 

Bruselas, 27 de noviembre de 2013. Hoy la sub-comisión de Derechos Humanos del Parlamento Europeo realiza una 

Audiencia sobre la situación de Derechos Humanos en Colombia y el Tratado de Libre Comercio. Desde Oidhaco 

saludamos esta iniciativa ya que durante el proceso de ratificación de este TLC se generaron profundos debates 

sobre la situación de DDHH en ese país. Los eurodiputados fueron alertados sobre la persistente violencia en las 

regiones y los posibles impactos de este Acuerdo en diversos sectores de la economía colombiana. Por ello, el PE 

pidió la elaboración de una “Hoja de Ruta” sobre derechos humanos, laborales y medioambientales y consideró que 

el TLC acompañado de esta “Hoja de Ruta” podría servir como instrumento para dar seguimiento a la situación de 

DDHH en Colombia. 

Este TLC entró provisionalmente en vigor el 1 de agosto de 2013. Desde Oidhaco solicitamos al PE crear un 

mecanismo de monitoreo transparente y participativo a los temas contemplados en ella. “Esta vigilancia debe 

realizarse desde el PE en su conjunto, liderada desde la Subcomisión de DDHH (DRO) conjuntamente con la Comisión 

de Medio Ambiente (ENVI) y la Comisión de Comercio Internacional (INTA)” señala Vincent Vallies, portavoz de la 

organización. “Este monitoreo debe incluir a sectores de la sociedad colombiana que se ven afectados por la 

implementación del Acuerdo, así como a organizaciones de DDHH, medioambientales y centrales sindicales”, añade 

Vallies. 

Colombia y la UE ratificaron el Acuerdo en diciembre de 2012. Tras un año, en ese país no se vislumbra una 

mejora de la grave situación de DDHH. A manera de ejemplo, informa la organización, que en los últimos años la 

cifra de asesinatos de defensores de DDHH no cesa de aumentar, en el 2010 era de 32, en el 2011 de 49, en el 2012 

de 69 y a finales de septiembre se registran por lo menos 52 defensores y defensoras asesinados. En los dos años de 

aplicación del Plan de Acción Laboral firmado en el marco del TLC entre Colombia y Estados Unidos han sido 

asesinados 47 sindicalistas. En las protestas sociales de 2013, muchas de ellas contra los efectos de los TLC sobre la 

economía de los campesinos, fueron asesinadas 15 personas, 315 detenidas arbitrariamente, siete torturadas, una 

de ellas, víctima de violencia sexual.  

En materia de justicia, la impunidad en Colombia ronda el 95%. Pese a que la ampliación del fuero penal 

militar fue declarada anticonstitucional por la Corte Constitucional, el presidente Santos ha manifestado que 

presentará nuevamente ante el Congreso esta reforma constitucional que ampliará todavía más la impunidad de la 

que gozan los militares en Colombia. El desplazamiento forzado en lugar de disminuir va en aumento. En 2012 

fueron desplazadas 256.590 personas. La cifra de desplazados en Colombia ya alcanza 5.7 millones. La situación que 

viven los líderes de restitución de tierras es dramática: tan sólo en 2012 fueron asesinados por lo menos seis de 

ellos. La actividad minero-energética, que ha tomado un vertiginoso impulso en Colombia, ha traído como 

consecuencia violaciones a los DDHH; 80% de las violaciones a los derechos humanos que ocurren en Colombia, se 

presentan en los municipios mineros-petroleros y 87% del desplazamiento forzado sale de estos municipios. 

Oidhaco ve con profunda preocupación la falta de medidas efectivas del gobierno colombiano para luchar 

contra todas las violaciones a los DDHH, así como la ausencia de reacción de la UE frente a este drama. La población 

campesina ha visto amenazada su existencia ante el avance de megaproyectos, de la llegada de empresas 

transnacionales agrícolas y mineras y de la expansión del latifundismo. “Por ello, solicitamos a la UE que la Comisión 

y el Consejo también pongan en marcha un mecanismo de monitoreo periódico, transparente e incluyente a la 

cláusula de DDHH contemplada en el Acuerdo, y que especifiquen los criterios y las medidas que aplicarían en caso 

de violaciones a los DDHH, laborales y ambientales en Colombia”, concluye el portavoz de la organización.- 


